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En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 1 días del mes de agosto de dos mil diez, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de la Apelaciones en lo Civil, Sala "D", para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados "B., N. P. T. c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada y otro s/ Resolución de Contrato", el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara doctores Patricia Barbieri, Diego C. Sánchez y Ana María Brilla de Serrat. 

A la cuestión propuesta la doctora Patricia Barbieri, dijo: 

I) Antecedentes 

1) A fs. 142/175 se presenta N. P. T. B., por su propio derecho, promoviendo demanda por daños y perjuicios por resolución de contrato de prestación de servicios profesionales contra Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada y Mutual Rivadavia de Seguros del Transporte Público de Pasajero por la suma de $284.000 con más intereses y costas. Refiere que desde el año 1985 la parte demandada lo contrató como abogado para realizar los juicios de recupero de daños contra terceros en el Departamento Judicial de Lomas de Zamora. Coetáneamente asistía penalmente a los asegurados en los juicios penales como defensor de los mismos. Agrega que tres años después a principios de 1988 se lo contrata para tareas de mayor responsabilidad, incluyéndolo como Asesor Letrado dentro del grupo de abogados que contestan demandas en juicios radicados en Lomas de Zamora. Explica que su remuneración como profesional constaba del 100% del honorario regulado y eran abonados a los 15 o 20 días del pedido de fondos. En el mes de Julio de 1991 lo trasladan a la Agencia 9 de Julio en esta Capital Federal manteniendo paralelamente la atención de los juicios iniciados en provincia incrementándose el trabajo y a lo que había que agregarle un "plus obligacional administrativo" de información constante a la Asesoría Legal de la Empresa que llevaba tanto trabajo o más que la labor judicial. Alrededor de los años 1995 y 1996 se producen importantes atrasos en la cancelación de sus honorarios, adeudándole al mes de Septiembre de 1996 una suma cercana a los $100.000 aduciendo la aseguradora problemas económicos imponiéndole quitas y descuentos a aplicarse sobre los honorarios adeudados. Relata que en Octubre de 1996 suscribió un "convenio de honorarios" que no fue cumplido por la demandada con excepción a las quitas y descuentos que surgen del mismo las que a "rajatabla" fueron respetadas por la aseguradora. Agrega que en el año 2003, junto al Dr. Marcelo Nieto con quien compartían el Estudio, eran los únicos dos abogados en la Agencia 9 de Julio. Para esa fecha la Empresa decide unificar la Asesoría Letrada en Capital Federal en la Agencia Federico Lacroze 3590 por lo que a partir del 10 de junio del 2003 debió trasladar su Estudio a dicha Delegación con los perjuicios que ello le provocaba. Manifiesta que efectuada la "mudanza" habiendo transcurrido sólo tres meses de los últimos cambios, personal administrativo de la empresa retuvo cédulas de notificaciones, negando a entregárselas y aduciendo que fueron "órdenes recibidas de la Asesoría Jurídica de Casa Central" por lo que no habiendo logrado explicación alguna, remitió carta documento a la demandada intimando a la entrega de la documentación, máxime teniendo en cuenta que los plazos en lo juicios seguían corriendo. Además de ello, retiraron de su armario sin su permiso las carpetas de juicios, las que fueron reasignadas a otros profesionales, actuando en forma abusiva y de mala fe, rescindiendo incausadamente el mandato.En síntesis refiere que la revocación de la representación implicaba violar claramente los términos del contrato base y del cual la representación era solo una de sus manifestaciones frente a terceros que posibilitaba su cumplimiento. Ese retiro de la representación dejaba en claro la voluntad de la Empresa de frustrar el cumplimiento del "contrato de servicios" oportunamente suscripto, además de mantener vivo el contrato en lo que a pago de honorarios con quitas y descuentos significa. Reclama la restitución de los saldos de sus honorarios, los intereses adeudados en el pago de los honorarios, los honorarios derivados de la mora en los pagos, el daño emergente por percepción parcial de sus honorarios a causa de la rescisión intempestiva del contrato, los honorarios adeudados al momento de la resolución del pacto comisorio, el lucro cesante, daño moral y daño psíquico. Accesoriamente solicita se ordene la publicación de la parte dispositiva del fallo en el Diario La Nación a fin de contrarrestar el efecto lesivo de los comentarios vertidos en contra de su honor y reputación. 

2) A fs. 269/305 se presenta el Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada y Mutual Rivadavia de Seguros del Transporte Público de Pasajeros, por intermedio de apoderado, contestando demanda que se le cursara. En forma liminar se opone a la procedencia del reclamo solicitando el rechazo de la pretensión con costas. Niega todos y cada uno de los hechos precisados en la demanda que no sean objeto de su especial reconocimiento. Reconoce que el abogado accionante representó a las compañías aseguradoras trabajando en la atención de litigios donde resultara parte la demandada. Refiere que el actor ingresó a la compañía a fines del año 1988 en relación de dependencia como Asesor Legal en la Agencia de Lomas de Zamora cuyas tareas consistían en el asesoramiento interno de diversa índole, dictámenes por reclamo a terceros, consultas verbales o escritas, cartas documento, etc. tareas que eran esporádicas pues en la mayoría de los casos intervenía el cuerpo de asesores legales de Casa Central. Todas esas tareas eran retribuidas por una remuneración en el marco del contrato de trabajo y convenio colectivo aplicable. Agrega que el letrado contaba con toda una infraestructura que colaboraba con su tarea (a saber, asistencia de auxiliares, recursos materiales, contadores, etc., denominado "plus administrativo obligacional") que no neutralizaba en lo más mínimo la discrecionalidad y dirección del proceso, la que estaba en cabeza. Finalmente manifiesta que existieron hechos que justificaron la revocación del mandato con fundamento en la pérdida de confianza en el actor, motivo por el cuál se inició la correspondiente investigación en la justicia penal, apelando entonces a la prudencia y confidencialidad que requería la investigación realizada optándose por la revocación del mandato vía epistolar. 

3) A fs. 935/943 se dicta sentencia admitiendo parcialmente la demanda interpuesta por el Dr. N. P. T. B. y condenando a las demandadas a abonarle la suma de $150.000 con más los intereses y costas del proceso. Asimismo se regularon los honorarios de los profesionales intervinientes. 

II) Agravios 

La parte actora apeló la sentencia a fs. 949 y la parte demandada a fs. 964, con recursos concedidos libremente a fs. 950 y 965 vta. respectivamente, y expresaron agravios a fs. 1006/1035 y 1037/1049 los que fueron contestados a fs. 1051/1059 y 1060/4 respectivamente. 

El actor discrepa con el sentenciante por cuanto este último considera que la parte demandada al revocar el poder otorgado a su mandante rescindió el contrato de prestación de servicios. Se agravia pues sostiene que dicha revocación no extinguió el negocio jurídico que subyace detrás de esa representación, a más de reiterar que dicha revocación no se realizó en legal forma, efectuada de buena fe, liberando al deudor de las prestaciones a su cargo.Se queja además del enfoque que el "a quo" dio a la cuestión debatida en autos y sostiene que se ha omitido el tratamiento del daño que ha causado al letrado las supuestas razones que llevaron a la demandada a revocar el mandato. Agrega que tampoco fueron tratados en el fallo recurrido los hechos ilícitos que precedieron a la revocación, entre ellos, la indebida retención de las cédulas de notificación por parte de la demandada. En definitiva se agravia porque no habiendo la revocación de la representación afectado la vida del contrato ni liberado al actor de las prestaciones que legal y contractualmente se encontraba obligado queda claro que el mismo fue extinguido por el actor por vía del art. 1204  del CCiv. Además cuestiona la decisión del "a quo" por cuanto si bien la defensa de los demandados fue fundada en la revocación de una representación pretendiendo con ello extinguir el mandato, ella fue transformada por el magistrado en una rescisión unilateral de un contrato de locación de servicios por tiempo indeterminado, resultado que el objeto de la condena no es congruente con los términos de la demanda ni con los de la contestación, ni tampoco con las cartas documentos remitidas por las partes. Finalmente discrepa con las partidas otorgadas en la demanda pues entiende que el "a quo" otorgó una suma de dinero en concepto de "indemnización por preaviso", rubro que no fue reclamado pues no hubo rescisión de contrato, sino resolución. Se queja porque no se contemplo en la sentencia ni el daño emergente, ni el daño psicológico, ni el daño emergente al momento de ponderar las indemnizaciones correspondientes. Por último se agravia por la tasa de interés dispuesta en el fallo, solicitando la aplicación de la tasa activa conforme al plenario de esta Cámara Civil "Samudio" . 

La demandada vencida cuestionó la decisión de la sentenciante en cuanto admite la reparación del daño contractual con base en el "abuso del derecho", es decir en lo intempestivo o sorpresivo de la decisión de revocar el mandato y la falta de justificación o motivación suficiente. Además se queja de la partida otorgada en concepto de daño moral por considerar que ella es inadecuada para este caso. Asimismo se queja de la falta del principio de congruencia en la que el magistrado de instancia incurrió otorgando en la sentencia una reparación, que dice, no fue requerida por el accionante. 

III) La Solución. 

1) En primer lugar debo señalar que conforme ha sido sostenido reiteradamente, no me encuentro obligada a analizar todas y cada una de las argumentaciones de las partes, sino tan sólo aquéllas que sean conducentes y posean relevancia pasa decidir el caso (CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 272:225, etc.). Asimismo, en sentido análogo, tampoco es obligación del juzgador ponderar todas las pruebas agregadas, sino aquellas que estime apropiadas para resolver el mismo (CSJN, Fallos: 274:113; 280:320; 144:611). 

2) La demanda fue originariamente planteada por "daños y perjuicios derivados de la resolución del contrato de prestación de servicios profesionales" (ver fs. 142). El accionante plantea que la revocación del mandato efectuada por la parte demandada en base a la carta documento obrante a fs. 127/128 fue realizada en forma ilegítima por lo que según sus dichos, carece de eficacia. Por ello, y ante el incumplimiento contractual evidenciado, procedió a la resolución del contrato en los términos del art. 1204 del C.Civ.y a solicitar la indemnización por los daños padecidos, los que resultan analizados exhaustivamente al tratar los rubros en su demanda. 

El juez de primera instancia hizo lugar parcialmente a la demanda condenando a las demandadas a abonar al accionante la suma de $150.000 con más los intereses y costas del proceso. 

De la lectura del fallo apelado resulta que el magistrado de instancia se vio enfrentado a la necesidad de precisar los alcances de la demanda deducida por el Dr. B. Este procedimiento analítico distinguió tres planteos: La primera cuestión relativa a la rescisión unilateral del mandato efectuada por las demandadas; el segundo planteo se fundaba en si se encontraba la parte accionada facultada o no para realizar tal revocación; y el tercero y último relacionado al análisis de los rubros reclamados de los que sólo prosperó el daño causado al letrado por la ruptura del vínculo contractual efectuado por la demandada "sin el preaviso correspondiente" y el daño moral. 

Concluye el juez de primera instancia reconociendo que la parte demandada tenía la posibilidad de rescindir unilateralmente un contrato y al revocar los poderes otorgados al demandante, rescindiendo el contrato que los vinculaba no ha hecho otra cosa que utilizar la capacidad que en tal sentido poseía., más dicha facultad fue ejercida de modo intempestiva. Sostiene que la parte demandada al no otorgar al actor "un tiempo razonable para reorganizar sus actividades y encaminar el modo de obtener nuevos lucros, en sustitución del que se pierde" ha incurrido en un incumplimiento ocasionándole un perjuicio por el que debe responder y condena a las accionadas a abonar por esta razón la suma de $120.000 y otros $30.000 en concepto de daño moral. Ahora bien, se queja el actor recurrente pues sostiene que el magistrado de instancia yerra en sus conclusiones y se agravia porque entiende que no habiendo la revocación de la representación afectado la vida del contrato ni liberado al actor de las prestaciones a las que legal y contractualmente se encontraba obligado queda claro que el mismo fue extinguido por el mismo actor por vía del art. 1204 del C.Civ., con las misivas obrantes a fs. 135/137 y el consecuente inicio de las presentes actuaciones. 

Por su parte la demandada también criticó el fallo pues considera que el sentenciante incurrió en una arbitrariedad manifiesta otorgando en la sentencia una reparación -que dice- no fue requerida por el accionante. 

Así planteada la cuestión he de mencionar que con la lectura de los memoriales acompañados ante la Alzada es posible vislumbrar con más claridad el objeto del reclamo efectuado por el accionante y la posición de las demandadas. 

3) Así como lo reconocen ambas partes y surge claramente de la pericia contable realizada en autos a fs.667/717, con carácter previo al otorgamiento de poderes y de la firma de los instrumentos agregados a autos a fs. 62/64, de similar tenor denominados "Convenio de honorarios", el actor se desempeñaba desde antigua data (1980), en relación de dependencia para la demandada, y realizaba, en su carácter de abogado, tareas que eran propias de esa profesión, tareas que enumeradas en el escrito de demanda, no fueran desconocidas por la accionada. Observo que el perito contador determina como fecha de ingreso del actor el 1/12/88 y de egreso el 31/10/03 detallando su remuneración a fs. 714.- 

Dicha relación también generó, evidentemente, algún conflicto, a punto tal que el propio actor menciona la existencia de un juicio que iniciara en el fuero laboral y caratulado "B. N. P. T. c/Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada s/despido" expte. 23.577, Juzgado Nacional del Trabajo N° 27 (ver foja 1012).- 

Este hecho es para mi significativo, pese a que no han reparado en él ninguna de las partes, ni la sentencia hiciera mención alguna al respecto.- 

En efecto, es cierto, tal como se señala en estos autos, que la relación existente entre el actor como abogado y el demandado como cliente es de carácter contractual, constituyendo un contrato atípico que presenta elementos combinados de otros contratos, como son la locación de obra, la locación de servicios y el mandato, puesto que no tiene definida caracterización en la doctrina nacional y extranjera ni en la jurisprudencia. De modo tal que ni es posible aplicar automáticamente las reglas de aquellas figuras, sino realizar una investigación que permita encontrar elementos de aquellos contratos nominados (CNCiv. Sala E, "Martino, Celia V. y otro c/ Gonzales, Oscar s/ rendición de cuentas" 7-03-85, Base Microisis sumario 7122).- 

En el caso, el actor ya se desempeñaba como abogado de las demandadas pero en relación de dependencia, lo que a más de la pericia contable y del asentimiento de ambas partes, se desprende de la declaración testimonial producida a fs. 534/542. En efecto, el testigo Horacio Rafael Cuto, de profesión abogado, señala que el actor fue incorporado como abogado en relación de dependencia, siendo su situación similar a la del testigo. También menciona que existía una locación de obra o de servicios, además del mandato que se les confería, pero agrega que recibían estrictas instrucciones de la Asesoría Legal de Casa Central en forma permanente y respecto de cada uno de los juicios, a las que debían atenerse pese a tener opinión en contrario.- 

Las demás declaraciones testimoniales vertidas en autos reafirman lo anteriormente expuesto.- 

Y, respecto del actor según surge de la pericia contable ya mencionada esa relación de dependencia continuó aún después del apoderamiento que se le efectuara.- 

Ahora bien, teniendo en consideración la modalidad en que se desempeñaban las tareas de los abogados que revestían en el plantel de la demandada, tal como la que desplegaba el actor o alguno de los testigos (por ej. el testigo Cuto), debo concluir que la actividad profesional por ellos ejercida se prestaba en la forma de contrato de trabajo, no solamente por desempeñarse en relación de dependencia, sino porque además de dependencia de orden jurídico, también existía dependencia técnica, ya que debían cumplir estrictamente las órdenes que provenían de la asesoría legal de la casa central de la demandada, pese a que por la naturaleza de sus conocimientos se encontraban en condiciones de atender a los asuntos jurídicos que se le presentaren por sí mismos.- 

Siendo así, entiendo que la revocación que de los poderes otorgados y mandatos que se le confirieran, a tenor de la carta documento que le fuera remitida y que expresamente la actora reconociera como recibida, que tanto la representación para estar en juicio como el "negocio jurídico" encomendado y para cuya realización se otorgara tal representación y que no era otra que defender los intereses de las accionadas en causas judiciales que le fueran asignadas siguiendo las instrucciones impartidas, se extinguieron con tal notificación, sin perjuicio de las demás relaciones que pudieran haberse mantenido en virtud de la mentada relación de dependencia y que si generaron algún tipo deconflictos, debieron ser dilucidados por otra vía -sede laboral- como se hizo, pese a no haber tenido a la vista la totalidad de la causa judicial antes mencionada, como más adelante señalaré.- 

Es decir, que en el caso revocado el poder caía también la "relación base" como se la ha dado en llamar en estos autos, y que atento las modalidades de trabajo implementadas se asimilaría a un contrato de mandato, más que a una locación de servicios. No eran actos jurídicos independientes, a mi modo de ver, puesto que sin el poder mal podía cumplirse dicho mandato. Y así también surge del convenio de honorarios ya referenciado, con la diferencia que aún con la revocación, ineficacia sobreviniente, rescisión unilateral o como quiera denominársela del poder y mandato otorgado, ese pacto de honorarios continuaría vigente hasta el cobro total de los honorarios devengados por los juicios en los cuales el actor interviniera y en la medida del trabajo que hubiera realizado.- 

Repárese que en la cláusula segunda de dicho convenio expresamente se estipuló que la revocación del poder, sustitución, del patrocinio, rescisión unilateral por el mandante, la renuncia, fallecimiento o cualquier apartamiento del abogado, no anulará el presente convenio.- 

Como bien señala el primer sentenciante, sin que ello fuera motivo de queja, aún después de tal revocación, el actor siguió percibiendo los honorarios en los juicios en los cuales había intervenido y de conformidad a dicho convenio de honorarios.- 

Y si así no lo hubiere hecho, puesto que de la pericia contable surgiría que ningún pedido de fondos medió por parte del actor a la demandada luego de extinguida su relación con la última, ello en nada modificaría la eficacia de dicho convenio de honorarios.- 

Llegado a este punto debo inexorablemente señalar que para que pueda hacerse efectiva la responsabilidad civil a través de una acción por daños y perjuicios, aun tratándose como en el caso de una responsabilidad contractual, deben darse cuatro presupuestos o elementos: 1) la existencia de un daño causado, 2) la antijuridicidad o ilicitud, es decir, la infracción de la ley o el deber jurídico de conducta impuesto por ella, 3) la relación de causalidad entre el obrar humano violatorio del ordenamiento jurídico y el daño y 4) el factor de atribución , sea subjetivo u objetivo y que la ley repute apto o idóneo para, en cada caso, asignar responsabilidad a uno o más sujetos. 

Ahora bien, "la vinculación entre un abogado y su cliente, es una relación de confianza, y no puede exigírsele a éste que continúe bajo el patrocinio de una persona en quien no confía ." (conf. Borda, "Contratos", T. II p.57, núm. 1036 y p.53 núm. 1029). Es que la elección del letrado y aún del procurador mandatario y también la voluntad de consentir en que ellos continúen en el ejercicio de sus funciones o de que cese, es una facultad que puede estimarse con raíz en el derecho natural, por integrar como elemento fáctico una de las manifestaciones en las que se concreta el más preciado bien jurídico de nuestra civilización, cual es la garantía de la defensa que consagra nuestra Constitución Nacional en su art. 18. Para el caso en que por razones imponderables que no lleguen a concretarse en negligencia o mal desempeño profesional, el cliente perdiera la confianza en él, debe conservar el derecho de disponer su reemplazo, sin obstrucción alguna. De otro modo su defensa en juicio, por el medio óptimo con la que el quisiera encarar sufriría un serio quebranto. (conf. CNCiv., Sala C, voto del Dr. Durañona y Vedia, en autos "Medone, Alberto H.C/Cruz de Brun, Florencia", 30-3-82, idem "Schneider Hugo C/ Grassia, Santo y otra", del 28-5-81). 

En autos, la actora sostiene que no ha mediado una revocación del mandato que le fuera concedido, pese a que la accionada manifiesta haberle enviado sendas cartas documento haciéndole saber tal revocación, y ello ha sido reconocido, sino una resolución de contrato por incumplimiento de la última, y que además no se ha cumplido con la forma establecida por la ley, entendiendo la suscripta que referencia a las normas de procedimientos.- 

Entiende el Dr. B. que la revocación efectuada mediante carta documento de fs. 127/128 por las firmas accionadas careció de eficacia. Dice que no fue realizada por persona legitimada para ello, en la forma y modo prescripto por la ley, liberando al deudor -en el caso al propio accionante- pues sólo le habrían revocado el poder principal pero seguía atado a los poderes que le fueron otorgados por los socios asegurados, y sin seguir los medios arbitrados por el Código Civil para cubrir la representación, de lo cual concluye que la misma no ha sido realizada conforme a derecho. 

De las constancias objetivas de la causa surge claramente la voluntad de la parte demandada de revocar el poder oportunamente otorgado al letrado actor. Con las cartas documento agregadas a fs. 127/128 las empresas demandadas manifestaron a través de sus respectivos Presidentes -Sres. Cardella y González- "... revocar los poderes generales judiciales que oportunamente otorgaran por esta Aseguradora como así otro mandato judicial que se le haya otorgado a fin de cumplir con las obligaciones que emergen de la ley de seguros y de las pólizas emitidas a nuestros asegurados...". Los nombrados son los mismos que luego otorgan poder a fs. 265/266 para la actuación de los letrados intervinientes en esta causa por la parte demandada por lo que no llega a vislumbrarse la falta de legitimación que el actor pretende demostrar en el acto de la revocación.Por otro lado, si bien es cierto que la revocación del poder, de conformidad con lo dispuesto por el art. 53  del C.Procesal debe hacerse en el expediente, entre las partes, abogado y poderdante, la misma se encuentra satisfecha para producir su extinción con una notificación fehaciente que en el caso se ha realizado.- 

Lo cierto es que ambas partes en consecuencia, están contestes en que el poder fue dejado sin efecto, y según mi opinión, también el mandato, y lo cierto es que no existía óbice o impedimento alguno para que el mandante no lo hiciere, es decir, ningún impedimento existía para que el demandado (cliente) no revocara el poder que había otorgado a su mandatario (el letrado actor). Es que el art. 1970  del Código Civil establece que el mandante puede revocar el mandato siempre que quiera, y obligar al mandatario a la devolución del instrumento donde conste el mandato. 

La revocación es una declaración unilateral de voluntad recepticia con efectos extintivos. No necesita de invocación de causa cuando el acto es emanación del único interés del mandante y por eso puede revocarlo ".siempre que quiera" (art. 1970). Sucede lo mismo cuando el mandante se ocupa directamente del negocio (art. 1972) (conf. Bueres-Highton, "Código Civil", T. 4 D, comentario del Dr.Lorenzetti, págs.309 y 311). 

En el caso, tratándose de un poder otorgado para defensa de los intereses de las demandadas en juicio, pues no existen constancias en autos ni se invocaron que se hubiera utilizado para otra cosa que no fuera perseguir esa finalidad y teniendo éstas libertad para contratar a un abogado, también la tienen para desistir y dejarlo, pudiendo ejercitar esa facultad en cualquier momento sin que nadie pueda impedírselo ni coartársela y sin necesidad de invocar razón, máxime cuando indirectamente se ha alegado falta de confianza a fin de no tener que invocar una resolución por causa justificada como señala la accionada.- 

Beatriz L.Cortelezzi, en su comentario al art. 53 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Elena I. Highton-Beatriz A. Areán, señala que la revocación, no obstante el mutuo consentimiento a que hace referencia el art. 1200  del C.Civil, es caracterizada, bien que no de modo unánime, como un acto extintivo unilateral que presupone causas sobrevinientes al negocio celebrado, que autorizan a una de las partes a tornarlo ineficaz. Más aún, en el caso del contrato de mandato, la facultad que otorga el art. 1970 al mandante es discrecional, pues lo autoriza a hacerlo cuando quisiere. Ello la torna asimilable a la rescisión unilateral. Y cita a Zannoni, "Ineficacia y Nulidad de los actos jurídicos (ed.1986, p.129).- 

Ahora bien, siendo así, resultando legítima la revocación del mandato por parte de las accionadas el segundo de los presupuestos mencionados "ut supra": la antijuridicidad, no se encuentra configurada, por lo que en consecuencia mal puede hablarse de responsabilidad alguna de esta parte y en virtud de la cual deba daños y perjuicios. 

Eventualmente, con la remisión de la carta documento de fecha 3 de octubre de 2003 y la contestación de fecha 10 de octubre del mismo año y ante la revocación que se le comunicara por carta documento del 7 de octubre, su responsabilidad frente a terceros se encontraba salvaguardada.Y, por lo demás, no se acreditó que a raíz de no haberse efectuado la presentación de la revocación en el expediente, ello hubiera ocasionado al actor algún tipo de inconveniente.- 

A mayor abundamiento, el convenio de honorarios celebrado como la misma actora lo indica, no fue desconocido por el accionado, debiéndose destacar que aún revocado el mandato para asuntos judiciales, el pacto de honorarios mantiene su vigencia, ya que ninguna de las partes puede extinguirlo a su libre arbitrio, sin la conformidad de la otra, salvo la existencia de una causa grave que justifique tal proceder, circunstancia ésta que por otro lado en autos ni siquiera se ha invocado. 

Lo cierto en este caso, es que mal que le pese al accionante, como todo abogado en el ejercicio de su profesión liberal debió prever la posibilidad de que -por razones de interés exclusivo de su mandante- le fuera revocado el mandato. Ello es parte del riesgo de su profesión, por lo que tampoco cabe decir que el convenio de honorarios que firmaran las partes fue un "contrato de adhesión" como lo menciona en sus quejas a fs. 1022, pues no es precisamente lego en la materia. 

Ahora bien, si las partes se encontraban vinculadas por una relación contractual estable, como era la existencia de una relación de dependencia de larga data previa al otorgamiento de poder para actuar en juicio y de la firma del convenio de honorarios, en caso de rescisión unilateral y sin causa por parte de la empleadora, debió mediar un preaviso razonable por parte de la demandada cuya ausencia lleva a concluir al sentenciante de grado en que ésta ejercitó tal facultad en forma abusiva.Pero, vuelvo a insistir, esta relación de dependencia es ajena al objeto aquí perseguido y debiera haberse dilucidado por la vía correspondiente y ante quien resultara competente.- 

Y así se hizo, en atención a la copia de sentencia que vía mail y ante el pedido de la suscripta fuera remitida por el Juzgado Nacional del Trabajo N° 27, correspondiente a los autos "B. N. P. T. c/Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada s/despido" de fecha 28 de diciembre de 2006 y que procedo a agregar en este acto a las actuaciones, y cuyo monto indemnizatorio otorgado fuera percibido a tenor de lo que se desprende del sistema de consultas de causas de ese fuero al cual he recurrido.- 

En el caso el magistrado no desconoció la facultad de la demandada de dar por concluido el vínculo en forma unilateral en cualquier momento de la relación sino que lo que fue reprochado fue la intempestividad de su ejercicio (conf. Leguisamón H. "Las presunciones judiciales y los indicios" cap. IX. A. 2 p. 92 ed. 1991). 

Por lo tanto, siguiendo la línea argumental del fallo, existió una interrupción unilateral y sorpresiva que determinaría la responsabilidad de la demandada.- 

Ahora bien ambas recurrentes refieren que se ha violado el principio de congruencia. El actor al sostener que el "a quo" ha otorgado una indemnización en concepto de preaviso que no ha sido peticionada en autos; y los accionados pues alegan que la sentencia rechaza los argumentos esgrimidos por el actor pero concede una reparación del daño patrimonial y extrapatrimonial que no fueron solicitados por el Dr. B., vulnerándose así el derecho de defensa en juicio (art.18 de la Carta Magna), pues dicen que el letrado "jamás invocó el instituto del abuso del derecho" por lo que nunca debió introducirse en el debate de autos.- 

Y, en virtud de lo que anteriormente expusiera, no llego sino a la conclusión de que asiste razón a ambas partes, por cuanto el juez no ha hecho solamente aplicación del principio "iura novit curia", sino que ha introducido en su decisorio cuestiones que exceden los hechos y el reclamo efectuado por la parte actora en su demanda.- 

La circunstancia mencionada por el actor consistente en el apoderamiento por parte de la demandada de las carpetas que llevaba por cada uno de los juicios en que intervenía como apoderado o la retención de documentación (cédulas de notificación), y que no fue considerada por el "a quo", si bien implicó sin duda una circunstancia desagradable para el profesional, la revocación llevada a cabo pocos días después de la intimación practicada por el letrado le quitó idoneidad para constituir a ese hecho en causal de resolución, y debemos tener en consideración que en el caso, pocos días después se impetró una causa penal en donde se ponía en tela de juicio el actuar del letrado actor y otros profesionales del derecho. Si bien según surge de la causa penal 65.622/2003 caratulada "Nieto Marcelo Daniel, B. N.P., Quintero Jorge Miguel, Romero Lourdes Carina y otros s/ Asociación ilícita, estafa en tentativa, falsa denuncia" venida "ad effectum videndi" y de la sentencia que en copia certificada se agrega a fs.959/962 medió sobreseimiento, ello me lleva a pensar que como previo la empresa aseguradora demandada quiso tomar algún tipo de medida -equivocada o no- para preservar las constancias referidas a los juicios llevados por el letrado denunciado, y que se encontraban dentro de las dependencias de la misma.- 

Y si bien el letrado actor consideró que esta denuncia era infundada y había visto lesionado su nombre y su honor, no lo es menos que contaba con otros mecanismos para reclamar en su caso la reparación del daño que dice ocasionado y no uno de los daños que integran esta demanda y derivados de lo que consideró una resolución del contrato por su parte.- 

Tengo la convicción de que el mal momento por el que debió haber atravesado el actor, frente a los sucesos antes señalados, y que pusieran en tela de juicio su reputación, su prestigio profesional, su nombre, su honor han debido, sin duda alguna producir un gran impacto en su espíritu, un grave daño pero que no es susceptible de ser reparado por esta vía.- 

A mayor abundamiento, dado que con posterioridad a la revocación el actor, según surge de la pericia contable siguió persiguiendo honorarios a la luz del convenio suscripto con la accionada, bien pudo durante ese tiempo, de haberlo querido, decidir sobre el futuro de su carrera profesional y pese a haber creído que su relación con la misma iba a resultar más duradera, permanente o estable, como señala en sus quejas, al igual que la de los otros profesionales a quienes nombra. Entonces, entiendo que no puede hablarse que tal ruptura le haya ocasionado alguno de los daños que señala en su escrito de demanda.- 

Por los fundamentos expuestos, no surge sino el inevitable rechazo de los agravios esgrimidos por el actor, y la admisión de las quejas formuladas por la demandada.- 

IV) Conclusión 

Por todo ello y si mis distinguidos colegas compartieran mi opinión, solicito: 1) Se admitan los agravios vertidos por la demandada y se revoque la sentencia, rechazándose la demanda incoada. 2) Con costas de ambas instancias a la actora vencida (art. 68  CPCCN).- 3) Tratar en acuerdo la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes. 

Así mi voto.- 

Los señores jueces de Cámara doctores Sánchez y Brilla de Serrat, por análogas razones a las aducidas por la señora juez de cámara doctora Patricia Barbieri, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta. 

Con lo que terminó el acto. PATRICIA BARBIERI- DIEGO C. SANCHEZ - ANA MARIA BRILLA DE SERRAT.

Este Acuerdo obra en las páginas n° a n° del Libro de Acuerdos de la Sala "D", de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

Buenos Aires, de agosto de 2010 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: 1) admitir los agravios vertidos por la demandada y revocar la sentencia, rechazándose la demanda incoada; 2) con costas de ambas instancias a la actora vencida. 

Conforme al presente pronunciamiento y atento lo dispuesto por el artículo 279 del Código Procesal y artículos 1 , 6, 7 , 9 , 37 y 38  del arancel y ley modificatoria 24.432 , y artículo 4° inc.5)  del decreto 1465/07, teniendo en cuenta la naturaleza, importancia y extensión de los trabajos realizados en autos, etapas cumplidas, el monto del interés económico comprometido y la proporción que deben guardar los honorarios de los peritos con los de los letrados, se adecuan los emolumentos fijándose en ($.) la retribución de los doctores Marcelo R. Blanco, Rubén H. Compagnucci de Caso, Marcelo E. Moro, Juan Carlos Frontini, Andrea P. Ríos y Valeria V. Gutierrez, en conjunto, en ($.) la del contador Norberto H. Pedernera, en ($.) la de la mediadora doctora Bibiana J. Cano, confirmándose por ser ajustadas a derecho las correspondientes a la licenciada Patricia A. Pena, y a los consultores técnicos intervinientes. 

Por la actuación ante esta alzada se fija en ($.) el honorario de los doctores Marcelo R. Blanco y Rubén H. Compagnucci, en conjunto, y en ($.) el del doctor Raúl Canziani (art. 14 , ley de arancel 21.839). Notifíquese por Secretaría y devuélvase. 

Patricia Barbieri

Diego C. Sánchez

Ana María Brilla de Serrat
